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1. Enfoque liminar 

La problemática de la suspensión de los efectos de los actos administrativos vie­
ne a enfrentar cuestiones tipicamente procesales con aspectos de fundamental trans­
cendencia que conciemen a la teoria dei acto administrativo. 

Por poco que se profundice sobre su gravitación para el interés público y los in­
teresses privados, se advierte la necesidad dei funcionamiento efectivo de un sÍstema 
que permita compensar las prerrogativas estatales con las garantias instituídas en pro­
tección de los administrados, cuya vigencia hace al equilibrio que debe existir entre 
autoridad y libertado 

En esa línea garantística, antes que abordar aspectos terminológicos conocidos, 
interesa destacar las aproximaciones entre los derechos comparados, sus doctrinas y 
jurisprudencias, para luego formular algunas reflexiones que, sobre la base de una 
cultura jurídica común, sirvan para despejar el camino que falta recorrer a fm de 
hacer realidad aquel funcionamiento efectivo dei sistema de protección de la libertad 
y demás derechos de las personas. . 

Con ese enfoque pensamos, también, que la conciliación entre la autoridad y 
la libertad tiene que operarse superando la idea, preconizada por EINSEMAN, se­
gún la cuallos derechos dei Estado tienen fmes y tendencias politicas inherentes a 
su esencia, nutriéndose de una distinta ideologia, que' en el derecho público seria au­
toritaria y en el derecho privado liberal. 

Esta tesis, olvida los elementos históricos que han conformado sucesivamente 
las instituciones(tanto públicas como privadas) y no parece que pueda sostenerse en 
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el aetual estado de evolución de ambas disciplinas, influídas reciprocamente y conec­
tadas cada vez con mayor intensidad, sin que este fenómeno justifique, empero, una 
huída dei derecho público ni la publicización dei derecho privado. 

La construcción de un derecho público autoritario está lejos dei pensamiento 
de los juristas contemporáneos que, especialmente en el campo dei derecho adminis­
trativo, se han inclinado decididamente por las corrientes protectoras de los derechos 
de los hombres y la proscripción de toda forma de abuso o arbitrariedad dei Estado, 
tratando de armonizar los intereses que persiguen los particulares con los fmes de 
la comunidad estatal. 

Este planteamiento, que se apoya en una visión justa dei derecho, vertebrada por 
los principios fundamentales dei derecho occidental, constituye el punto de partida 
para resolver la tensión que se plantea entre la prerrogativa y la garantia, mediante 
formulaciones jurídicas realistas y, por tanto, eminentemente prácticas, que equili­
bren los sistemas administrativos. 

Resulta evidente, por lo demás, que la sociedad de nuestros dias no puede cerrar 
los ojos ante el peligro que viene representando el fenómeno de la ampliación de las com­
petencias de la Administración que inciden sobre las libertades individuales en un pro- . 
ceso que, en su grado máximo, puede conducir a la despersonalización dei hombre. 

Ese peligro hace necesaria la instrumentación de un cuadro de garantias que im­
pida el desborde de la Administración cuando su acción conculque el principio de 
legalidad, provoque perjuicios al patrimonio de los particulares o, de un modo u otro, 
se afecten 80S derechos fundamentales. 

La clave consiste en la articulación de un sistema que sea realmente efectivo en 
sus posibilidades de aplicación concreta antes que en su lógica interna, tenien~o en 
cuenta que el equilibrio de las fórmulas jurídicas requiere también combinar la efec­
tividad con la ejemplaridad que exhiban quien las aplican, porque si las normas y 
principios dei sistema no son lealmente aplicables por los protagonistas deI mundo 
jurídico se produciría en los hechos, una tipica denegación de justicia por omisión 
y pérdida de la tutela jurisdiccional que tomaria legítimo cualquier acto arbitrario 
de la autoridad pública. 

En ese contexto donde la utlización generalizada de los medios procesales puede 
provocar una sobrecarga en eI sistema de protección judicial, se advierte la trascen­
dencia institucional que brindan los sistemas de suspensión de los actos administrati­
vos para remediar, al menos provisoriamente, las consecuencias disvaliosas que oca­
siona el accionar ilegítimo y perjudicial de la Administración Pública. 

En defmitiva, deI funcionamiento eficaz de las técnicas de suspensión de los ac­
tos administrativos (lepende, muchas veces, que el principio de la tutela judicial efec­
tiva, que proclaman las constituciones y convenciones intemacionales (como el Pacto 
de San José de Costa Rica) sea realmente operativo y no se convierta en una mera 
declaración formal desprovista de contenido concreto. 

2. ÚJS caracteres dei acto administrativo a la luz de 
los modelos que exhibe el derecho comparado 

La cuestión inherente a los efectos de la interposición de los recursos administra­
tivos se halla vinculada con dos de los principales caracteres que se han venido reco­
nociéndose, en diferentes sistemas, como propios dei aeto administrativo: la presun­
ción de legitimidad y la ejecutoriedad, ésta última denominada también, por la doc­
trina y en distintos regímenes comparados, ejecutividad o autotutela. 
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2a) Presunción de legitimidad: su caráeter relativo 

Donde existe la presunción de legitimidad en el respectivo ordenamiento, como 
ocurre en la casi totalidad de los sistemas comparados, se prescribe la regia de la no 
suspensión de los efectos de la interposición de los recursos administrativos. Así ocorre 
entre otros sistemas, en Francial , ltalia2, Espaõa3, Argentina4, Colombias, Venezuela6 

y Estados Unidos7• 

La conexión entre esta presunción de validez de los aetos estatales y la técnica 
de la suspensión supone aplicar un principio que es siempre relativo· el cual juega, 
como ya veremos, de un modo autónomo con respecto a la ejecutoriedad, no obstan­
te sere el soporte de esta última. 

En efecto, dicha presunción no es absoluta y cesa cuando se puede demonstrar 
que el aeto administrativo que se pretende cumplir o ejecutar adolece de un vicio ma­
nifiesto. Ese caráeter manifiesto alude a la visibilidad externa deI defecto, que apare­
ce de un modo patente, ostensible y notorio, desplazando la necesidad de realizar una 
investigación de hecho para comprobar la existencia deI vicio, el cua! surge manifies­
to ante la mera confrontación deI acto con el ordenamiento jurídico. 

Esta nueva categoria de nulidad o ilegalidad manifiesta, se ha ido consolidando 
en el derecho argentino a partir primero de los fallos judiciales y más tarde de la sanción 

1 LAUBADÉRE. André de, "1iaiú de Droit Administratir·. actuaIizado por VENEZIA. Jean C1aude y 
GAUDEMET. Yves. TO .1. p. 366. Paris 1984. VEDEL. GeoIle5 y DELVOLVÉ. Piem, "Droit Administra­
tif". págs. 237 y sigs .• 9~ ed. Paris 1984; RIVERO. Jean. "Droit Administratir·. pp. 103-104. Paris 1977; 
CHINOf. René. "l.e privilêge d'eI[écution d'office de I'Administratión". p. 35. Paris 1945. 
2 Como es sabido uno de los estudios más completos sobre de este principio - en ltaIia - se encuentra 
en la tradicional obra de TREVES, Giussepino, "La presunDone di legittimitá degli attiadministrativi". 
Milán 1936; vid también: GIANNINI. Massimo Sem'o, "Diritto Amministrativo". TO. I. p. 585 y sigs •• 
Milán 1970; aunque con distinta terminologia; RIVALTA. Maria, "La motivazione degli atti administrati­
vi". págs. 165-166. Milán 1960. 
3 GARCIA de ENTERRIA. Eduardo y FERNANDEZ. lbmás Ramón. "Curso de Derecho Administra­
tivo". TO. I. p. 739 Y sigs. 5~ ed.. Madrid 1989; GARRIDO FALLA. Fernando, "natado de Derecbo Ad­
ministrativo". ~. I. 10~ ed. pp. 457-458. Madrid 1987; SANTAMARIA PASIOR. Juan Alfonso y PARE­
JO ALFONso, Luciano, "Dececbo Administrativo. La jurisprudencia delltibunal Supremo". p. 295 Y 
sigs .• Madrid 1989. 
4 MARIENHOFF. Miguel S •• "1iatado de Derecbo Administrativo'·. TO. 11. p. 381. 3~ ed .• Buenos Aires 
1981; el art. 12 de la L.N.P.A. consagra en forma e![presa la presunción de 1egitimidad de los actos admi­
nistrativos. 
5 Cfr. VIDAL PERDOMO. Jaime, "Derecbo Administrativo". p. 271. 8~ ed •• Bogotá 1985. reconoce, em­
pero. que tal presunción no se baI1a enunciada en teI[to positivo alguno. 
6 BREWER CARIAS. A11an R .• "Principios dei procedimiento administrativo". p. 124 y sigs .• ed. Civi­
las. Madrid 1990. 
7 Vid. Cooper v. United States, 233 F .• 2d. 821. 8th Ciro (1956) y LEVINSON L. Harold. "Enfon:ement 
of administrative decisioDS in the United States and in France". 23 "Emory L.J .... vol. 23 p. 61. 1974. cito 
en la obra de MAIRAL. Héáor A .• "Control judicial de la Administración Pública". TO. 11. p. 762. Bue­
nos Aires 1985. 
8 As! lo venimos sosteniendo desde nuestros primeros trabajos; v~: "La ejecutoriedad dei acto admi­
nistrativo". p. 89. Buenos Aires 1971 y "EI acto administrativo". p. 330. Buenos Aires 1974. en el sentido 
de que esa presunción cede frente a la i1ega1idad o arbitrariedad manifiestas. La jurisprudenc:ia ba declara­
do la procedencia dei amparo en supestos de iJegalidad manifiesta; en un caso bizo lugar ai amparo contra 
una resolución de la Aduana que fundada en el art. 106 de la ley que regia los procedimento aduaneros. 
dispuso la venta de mercaderia en virtud de consideraria perecedera si la misma no revestia esc carácter 
(Caso: "DALETH S.CA." publicado en Revista EI Derecbo, TO. 20. p. 393). 
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de la ley de amparo que fuera reconocida plenamente tanto po~ la doctrina' como 
por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Naciónlo, y desempeiia 
un papel decisivo para limitar los poderes que posee la Administración cuando preci­
sa hacer cumplir sus propios actos. 

Asi, cualquiera fuera el tipo de nulidad que afecte al respectivo acto administra­
tivo (absoluta, relativa, nulidad o anulabilidad)" la ciIcunstancia de que eUa aparezca 
manifiesta en el acto permite desencadenar la causal de suspensión en resguardo deI 
principio de legalidad, suspensión que, en tales casos, debe tornarse obügatoria12 pa­
ra la Administración a fm de que el sistema pueda ser realmente eficaz. 

De ese modo, si la Admjnistración no suspende los efectos de un acto adminis­
trativo cuando imperativamente se haUa obügada a hacerIo, el particular se encuen­
tra habilitado para acudir a la justicia para que ésta decrete su suspensión, pretensión 
ésta que, en el derecho argentino, es susceptible de ser articulada en un proceso de 
amparo, siempre que el acto conculque derechos o garantias constitucionalesl3 • 

2b) Sobre los principales modelos dei derecho comparado en materia de ejecutorie­
dad de los actos administrativos 

En el derecho comparado subsisten aún hoy, en este punto, distintas terminolo­
gias, concepciones y sistemas. Vamos a prescindir deI anâlisis semántico - por lo 
demás bastante complejo - para ocupamos de las concepciones doctrinarias sólo 
en la medida en que sea necesario para explicar la evolución que en forma sintética 
pasamos a efectuar. 

En tal sentido resulta preferible utilizar la fórmula francesa de la ejecución for­
zosa, similar a la ejecución coactiva, la cual permite interpretar que por principio 
la ejecutoriedad o ejecutividad deI acto administrativo, no incluye el ejercicio de la 
coacción. 

Porque si bien para algunas concepciones la ejecución coactiva configura un as­
pecto contingente de la ejecutonedadl4 y, para otras doctrinas, un ingrediente carac-

, Ver al rapecto: MARIENHOFF, Miguel A., op. cit., TO. U, p. 468, 3~ ed., Buenos Aires 1981; GOR­
DlLLO, Agustfn A., "EI acto administIativo", 2~ ed., p. 121, Buenos Aires 1969; CASSAGNE, Juan Car­
los, "La ejecutoriedad ... ", cit., pás. 89-90 Y "Acto AdministIativo", pp. 248-251; MAIRAL, Hktor A., 
"Control judicial .•. " cit. TO. 11, p. 777 Y sip.' 
lO Caso: "PUS1ELNIK", Fallos TO. 293, p. 133. Si bien el orlaen de la acc:ión de amparo rue pretoriano 
y obedec:ió a una creac:ión jurisprudencial de nuestra Corte Suprema (Caso "Kot") lo cierto es que ella 
se consolidó de un modo orPnico a partir de la mención legislativa. 
11 La L.N.P.A. equipara el acto de nulidad absoluta al acto nulo y el de nulidad relativa ai acto anulable, 
unificando ambos criterios sobre la base de la mayor o menor JI1Mdad dei vicio; válse: GORDILLO, 
Aaustin A., "1katacIo de Daec:ho Administrativo", TO. 3, p. XI-16, Buenos Aires 1979. 
12 CASSAGNE, Juan Carlos, "EI acto administrativo", oh cit., p. 347; Y "La suspensión dei acto en se­
de administrativa y los efectos de la interpOSición de los recursos", p. 93 en la obra colectiva, "Acto Admi­
nistrativo", ed. UNSTA, lbCUllWlI982. 
13 Cfr. MARJENHOFF, Miguel S., op. cit., TO. 11, pp. 381-382. 
14 En la doc:trina UJClltina se ha reconoc:ido que la ejecutoridad puede ser otorpcia por el orden juridico 
a trav& de distintos medios que no incluyen necessariamente la coac:c:ión, sieudo proc:edente d uso de esta 
última a título de excepc:ión pues - como reza el art. 12 - en tala supuesto la naturaleza dei acto (o 
la ley eu su caso) exigen la intenención dei poder judicial; Válse: GORDILLO, Agustfn A., op. cit., TO. 
3, pq V-39-4O; en el miamo sentido: CASSAGNE, Juan Carlos, "Daec:ho AdministIativo", TO. 11, pp. 
214-21S, 3~ ed., Buenos Aires 1991. Para BARRA, Rodolfo Carlos, "Efectividad de la tutela judicial fren-
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teristico que la integraIS, la médula deI problema jurídico radica en la posibilidad de 
que la Administración pueda llevar a cabo la ejecución forzosa de sus decisiones y 
en la consecuente articulación de un sistema efectivo de garantias que compense el 
ejercicio de la prerrogativa estatal de crear unilateralmente relaciones jurídicas cuyo 
cumplimiento puede ser exigido, según los diferentes sistemas, en sede administrativa 
o judicial. 

Además, si se reconoce, como lo viene haciendo la doctrínal6, que son nume­
rosos los actos administrativos cu}'o cumplimiento se opera (aún contra la voluntad 
deI administrado) sin que la Administración utilice la "vis" coactiva, se acrecienta 
la necesidad, que tienen los ordenamientos jurídicos, de consagrar adecuados siste­
mas de supensión de Los efectos de los actos manifiestamente ilegales o que provo­
can prejuicios de imposible o difícil reparación ulterior. 

En los sistemas comparados que reconocen a la Administración la prerrogativa 
de la ejecución forzosa se observa la configuarción, en sus grandes lineamientos, de 
dos modelos diferentes: 

2c) La ejecución forzosa corresponde, en principio, a los jueces 

Existen países cuyos sistemas consagran, de un modo positivo o en forma preto­
riana, la competencia de los órganos deI poder judicial para disponer la ejecución 
coactiva de un acto administrativo, aún cuando se reconozcan excepciones que va­
rian en los distintos ordenamientos. 

En los Estados Unidos, por de pronto, esa es la regla general, reconociéndose 
a la Adrninistración una excepcional y limitada potestad para ejecutar coactivamente 
los actos administrativos, cuando la ley lo autoriza o se trata de situaciones de emer­
gencia. Pese a ello, la Corte Suprema estadounidense ha decididol7 que no resulta 
constitucional una ley que excluya expresamente la facultad de suspender la acción 
de la Administración Pública. 

En este grupo hay que ubicar al régimen francés, cuya superioridad sobre otros 
sistemas europeos, como el espafiol y el italiano, resulta de la limitación de la ejecu­
ción forzosa a supuestos excepcionaleslB y deI juego de un remedio procesal suma­
rio el denominado "referé", que permite obtener una medida cautelar frente a la ac­
ción administrativa, notoriamente ilegal, que prive a un particular de un derecho, sin 
necesidad de que exista un proceso previo al acto. 

te a La Administración; suspensión de ejecutoriedad y medida de no innovar", en Rev. El Derecho, TO. 
107, p. 423, el principio de la ejecutoriedad no reviste carácter absoluto. 
IS ALESSI, Renato, "Sistema Istituzionale dei Diritto Amministrativo Italiano", p. 206, Milán 1960. En­
tre nosotros. MAIRAL parece considerar (aunque con sentido critico) que Ia ejecutoriedad dei art. 12 de 
la L.N.P.A. implica siempre la ejecución forzosa como poder normal y no excepcional, lo que a nuestro 
juicio constitU)'l: un error (op. cit., TO. lI, p. 781 y sigs.). 
16 Ver autores citados en nota 14 y LAFUENTE BENACHES. Men:edes, "La ejecución forzosa de los 
actos administrativos por la Administración Pública", p. 52 y sigs., 2~ ed., Madrid 1992. 
17 MAIRAL, Héctor A., op. cit., TO. lI, pp. 762-763, y el falIo: "YAKUS v. UNITED STATES" 321 U.S. 
414 (1944) de la Corte Suprema Federal, cit. en nota 12. 
18 A partir dei célebre arrêt "Socleté Inmobiliere de Saint Just" resuelto por ellHbunal de Conflictos 
el 2 de diciembre de 1902; la doctrina remarca que la "e:xécutión forcée" está normalmente interdicta a 
la Administración, Véase: VEDEL, Georges y DELVOLVÉ, Pierre, "Le sysleme français de protectión 
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Esta combinación de remedios garantísticos que, a juzgar por los precedentes 
jurisprundenciales, funciona con un adecuado nivel de protección de los derechos de 
las personas frente al abuso de los funcionarios, aproxima el sistema francés al esta­
dounidense mucho más de 10 que hasta abora se ha pensado, habida cuenta que dos 
de los supuestos clásicos que en Francia justifican la ejecución forzosa (ley apresa 
y situación de urgencia) son los que, como se ha visto, recepta el derecho norteameri­
cano, donde el sistema se completa con las vias judiciales de protección. 

A su vez, entre los regímenes ibero-americanos que se alinean en esta corriente, 
se encuentra el sistema argentino, respecto dei cual la interpretación constitucional 
de la doctrina y el funcionamiento real dei ordenamiento que exhibe la jurispruden­
cia demuestran que el ejercicio de la ejecución coactiva por parte de la Administra­
ción se encuentra limitado y que resulta acepcional. 19 

Entre esos casos de excepción, la mayor parte de las situaciones que habilitan 
a la Administración argentina a proceder a la ejecución coactiva derivan de la ley (vgr. 
incautación de bienes que afecten la salud y la seguridad de la población, demolic6n 
de edificios que amenazan ruina, ocupación temporaria de urgencia) quedando un 
solo caso donde tanto la doctrinalO como la jurisprudenciall admiten la proceden­
cia de la autotutela para la protección de bienes dei dominio público, aÚD sin ley que 
la autorice, pues se trata de una potestad defensiva que forma parte inherente de los 
poderes dei Estado como titular de la cosa dominical, a fm mantenerla afectada al 
uso de los habitantes. 

Una misma línea sistemática es la seguida en Chile, donde prevalece el principio 
que adjudica la facultad de ejecución coactiva de los actos administrativos (autotute­
la ejecutiva) al poder judicial.22 

ld) Sistemas que atribuyen la potestad de ejecución forzada de los actos administra­
tivos a la Administración 

En otros países, los sistemas se han orientado bacia la vigencia dei principio opues­
to con fundamento en la necesidad que temlria la Administración para proceder al 
cumplimiento efectivo de sus decisiones sin requerir el auxilio dei poder judicial, el 
cual - se arguye - retardaria excessivamente la acción administrativa. 

da administrá coam: l'administration", ed. Sirey, p. 62, N~ 101, Paris, 1991, véase, asimismo, la lcy 92 
dei 10 de eaero de 1992 relativa a los recursos que se pueden interponer por la violaclóo de las rqlas inbe­
rentes a la publicidad y c:onaureoc:ia en los Uamados coauatos comunitarios, donde se pracribe la facu1-
tad de n:querir a los tn"buna1es civiles o administrativos, en lU caso, la adopción de medidas provisorias 
teDdientes a mantener tales rqlas, incluyendo la posibilidad de suspender la ejecución de las decisiones 
administrativas. 
19 CASSAGNE, Juan Carlos, op. cit., TO. lI, p. 216. 
20 MARIENHOFF, Misuel s., "1iatado de Derecho Administrativo", TO. V, pp. 317·324, Buenos Ain:s 
1992, y "1iatado dei Dominio Público", pp. 271-272, Buenos Ain:s 1960; CASSAGNE, Juan Carlos, op. 
cit., TO. lI, p. 216. 
li Caso: "Hijos de Isidoro Grillo SÃ." resuelto por la CAmara Federal de La Plata, Sala lI, publicado 
en Rev. La Ley, TO. 119, p. 242 y Fallos de la Corte Suprema TO. lOS, pp. 932-933. 
22 CALDERA DELGADO, Hugo, "El acto administrativo. Leplidad, Efedos e Impugnacióo", p. 77, 
Santiago de Cbile 1981. 
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1àl es el caso de ltalia donde - si bien han venido produciéndose reacciones 
doctrinarias de significación23 - predomina la concepción que incluye dentro de la 
ejecutoriedad - como potestad normal y ordinaria - la facultad de proceder a la 
ejecución coactiva de los actos administrativos.24 Esta concepción italiana de la eje­
cutoriedad ha sido fuente de muchas confusiones, en las que aÚD se incurre en la ac­
tualidad, como consecuencia de no distinguir los supuestos en los que el acto se cum­
pIe sin el uso directo de la coacción de aqueDos donde el ejercicio de esta resulta im­
prescindible para Devarlo a cabo. 

Entre los sistemas de europa continental, el espanol se adescribe a este modelo. 
Así se desprende de la interpretación efectuada alrededor de los artículos 44 y 101 
de la L.P.A. de 1958 por la doctrina2S y la jurisprudencia, previéndose, en el art. 104, 
distintas vias de ejecución forzosa que van desde el apremio sobre el patrimonio, las 
multas coercitivas y la ejecución subsidiaria hasta el apremio coercitivo. 

Varias sentencias del1iibunal Suprem026 afrrman este principio en los seguien­
tes términos: 

HLa potestad de ejecución inmediata de los actos administrativos encuentra su 
justificación en la necesidad de evitar que la celeridad que, con carácter norma~ debe 
preSidir la acitividad administrativa art. 29, L.P.A., yart. 103 de la vigente Constitu­
ción - no pueda verse entorpecida por un fraudulento uso de las vias procesales ..... 

El Auto de 5 de marzo de 1987 - art. 3.501-, Ptmente: GONZALEZ NAVARRO). 
HEI principio de ejecutoriedad de los actos administrativos - dice el Auto de 

21 de abril de 1990, art. 3.325, Ponente HERNANDO SANTIAGO - no ha desapa­
recido sino que se contiene dentro dei principio de ejicacia dei art(culo 103 de la Cons­
titución porque salvaguarda los intereses generales que son bienes constitucionalmente 
protegidos'~ 

Con posterioridad a la sanción de la Constitución de 1978 se advierte una ten­
dencia a interpretar restrlctivamente el principio2' - sobretodo en materia de ejecu­
ción forzosa de sanciones administrativas - mediante la exigencia de la frrmeza dei 
acto como requisito previo para habilitar la ejecución inmediata28 a fm de que el sis-

23 Vgr. SANDULLI, Aldo, "Note sul potere amministrativo di coazione" en Riv. 1\im. di Diritto Pubbli­
co, afto 1964, p. 819. 
24 GIANNINI, Massimo Severo, "Diritto Amministrativo", TO. lI, p. 1.324 Y sigs., Milân 1970. 
2S Véase: GONZALEZ PEREZ, Jesús, "Comentarios a la ley de Procedimiento Administrativo", 2~ ed. 
p. 764 Y sigs., Madrid 1988; GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo y FERNANDEZ, lbmás Ramón, "Cur­
so de Derecho Administrativo", 4~ ed., p. 726 y sigs., Madrid 1987; GARRIDO FALLA, Fernando, "na­
tado de Derecho Administrativo", TO. I, p. 4S7 Y sigs., 10~ ed., Madrid 1987; ENTRENA CUESTA, Ra­
fael, "Curso de Derecho Administrativo", TO. I, p. 248 y sigs., 9~ ed., Madrid 1986; GONZALEZ NA­
VARRO, Francisco, "Dem:ho Administrativo Espaiiol", TO. lI, pp. 127-129, Pamplona 1988; SANTAMARIA 
PASlOR, Juan Alfonso y PAREJO ALFONSO, Luciano, "Derecho Administrativo. La jurisprudencia 
dei 'Dibunal Supremo", pp. 304-308, Madrid 1989; BOQUERA OLIVER, José Maria, "Estudios sobre 
el acto administrativo", p. 2SO y sigs., Madrid 1985; RODRIGUEZARANA ~OZ, Jaime, "La sus­
pensión dei acto administrativo", p. 179 y sigs., Madrid 1986. 
26 Sentencia dei 10 de febrero de 1972 (Ponente: Mendizabal). 
21 GOMEZ FERRER MORANT, Rafael, "Derecho a la tutela judicial y posición peculiar de los poderes 
públicos", en R.E.D.A. N? 33, p. 186, Madrid 1982, considera que el deredlo çonstitucional a la igualdad 
se encuentra en pugna con la potestad administrativa de ejecución forzosa. 
28 SANTAMARIA PASlOR Y PAREJO ALFONSO, op. cit., pp. 306-307 y jurisprudencia que citan en 
notas 260 y 261. 
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tema guarde congruencia con el principio de la tutela judicial efectiva que proclama 
el art. 24.1. de la C.E. Sobre el principio de la ejecución forzosa como regia general, 
la sanción por el Parlamentoespaiiol de la reciente ley sobre Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y deI Procedimento Administrativo Común, no ha con­
sagrado innovaciones radicales en el sistema, salvo en lo que respecta a la adopción 
deI criterio de la ponderación de los interesses para fundar la suspensión (art. 110, 
ap. 2), deI cual nos ocupamos más adelante. 

Por su parte, en Ibero-América, tanto el sistema venezolano y costarricense29 ca­
mo, en menor medida, el colombianolO han seguido las aguas deI modelo que - en 
sus grandes rasgos - venimos describiendo. En Venezuela, el art. 79 de la Ley Orgâ­
nica de Procedimientos Administrativos prescribe que: 

"Ia ejecuci6n forzosa de los actos administrativos serd realizlzda de oficio por 
la Administraci6n, salvo que por expreso disposici6n legal deba ser encomendado a 
la autoridad judiciar~ 

Tiene, entonces, razón BREWER CARIAS cuando afIrma que este privilegio 
en Espana y en algunos países de América Latina" no es tan excepcional como resul­
ta de las conclusiones dei Comisorio dei Gobierno ROMIEU ai a"êt dei 7Hbunal 
de Coriflictos dei 2 de diciembre de 1902, Societé Inmobiliere de Saint-Just (Rec. 713) 
pues, en genera' han sido las propias Iyes de Procedimiento Administrativo las que 
/..() han previsto'~31 

Finalmente, dentro de la categoria que venimos reseõando, corresponde desta­
car la situación existente en Alemania - aún después de la reforma de 1991 - donde 
la ley de La jurisdicción contencioso-administrativa ha combindo la regia de la ejecu­
tividad (que se consagra a favor de la Administración) con la prescripción que reco­
noce el efecto suspensivo de los recursos administrativos y contencioso-administrati­
VOS.32 

En este aspecto, la ley alemana si bien prescribe la posibilidad de que la Admi­
nistración disponga la ejecución inmediata en interés público o en el interés prepon­
derante de un interesado, requiere, en tales casos, que el acto sea motivado por 
escrit033 lo cual si bien apunta a una mayor exigencia formal no impide, de últimas, 
la ejecución coactiva por parte de la AdministraciÓn. 

En rigor, la principal garantia en este sistema contra la ejecución inmediata de 
los actos administrativos - y la generación consecuente de danos irreparables - se 
encuentra en la exigencia de la fmneza (~ dice que la ejecutividad está sujeta a un 

29 Art. 79 de la ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, art. 146. I. de la Ley General de la Ad­
ministración Pública de Costa Rica. 
30 Váue: VIDAL PERDOMO, Jaime, "Den:cho Administrativo", pp. 260-261, 8!' ed., Bogotj I98S, quien 
denomina a esta prerrogativa aedón de oficio admitiendo que en aIsunas cin:unstanc:ias la AdmiDistración 
teDp que dirisirse a los jueces para persesuir el cumplimiento de los actos administratiws. 
31 BREWER CARIAS, AlIan, R., "Principios dei Procedimento Administrativo", p. 130, ed. avitas, Ma­
drid 1990, en d mismo sentido: PARADA, José Ramón, en el prólogo allibro "El ac:to ejecutivo", de 
BETANCOR RODRlGUEZ, p. 27, Madrid 1992. 
32 VáIse: BACIGAWPO, Mariano, "El sistema cautelar eu el contencioso administrativo alemán tras la 
reforma de 1991", en R.A.D.A. N!' 128, P. 413 y sigs., Madrid 1992. 
33 Art. 80, ap. 3) de la VWGO. 
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condicionamiento resolutorio) pues antes que el acto adquiera esa condición, el par­
ticular tiene la posibilidad promover el proceso cautelar ante los tribunales.34 

3. EI efecto de la interposici6n de los recursos y la suspensi6n de la ejecuci6n de los 
actos administrativos 

Llegados a este punto y aún haciendo abstracción de la si su real fundamento 
se encuentra o no en la presunción de ilegitimidad, la obligatoriedad, la ejecutorie­
dad o autotutela (no necesariamente coactiva) deI acto administrativo, lo cierto es 
que la mayor parte de los ordenamientos se inclinan, en general, por establecer la 
regia deI efecto no suspensivo o meramente devolutivo de los recursos que se interpo­
nen, tanto en sede administrativa35 como ante los tribunales judiciales o 
administrativos36• Así, en distintas legislaciones se observa la preocupación por no 
dilatar excessivamente el proceso inherente a la ejecución o cumplimiento de los ac­
tos administrativos, salvo cuando por excepción la ley atribuya efecto suspensivo a 
la promoción de los recursos. 

Desde otro punto de vista, si se aceptara la tesis que reconoce efectos suspensi­
vos a los recursos deducidos en la órbita administrativa, es evidente que los adminis­
trados dispondrán de un instrumento sumamente eficaz para la defensa de sus dere­
chos, pero también es cierto que se corre el riesgo de paralizar una actividad adminis­
trativa legítima que, por imperio de su propia naturaleza, exige ser desarroUada sin 
intermitencias. 

Se impone aquí, entonces, como en tantas cuestiones deI derecho administrati­
vo, donde se enfrentan ideas derivadas de las prerrogativas de que dispone la Admi­
nistración Pública con las que fluyen de las garantias que tutelan los derechos indivi­
duales, la conciliación entre ambas instituciones deI régimen jurídico administrativo. 

Con todo hay que reconocer que la trascendencia de la suspensión puede Uegar 
a resultar similar en los modelos descriptos por cuanto de obtenerse la medida sus­
pensiva su efecto impide que se consume el cumplimiento inmediato deI acto admi­
nistrativo, ya fuere que deba utilizarse o no la coacción para 10grarIo y cualquiera 
sea el órgano (administrativo o judicial) que la decrete. AI propio tiempo, la cuestión 
de si es necesario distinguir entre suspensión de los efectos o de la ejecución deI acto 

34 Por ello, en A1emania se sostiene que los actos administrativos son ejecutivos salvo que fueran impug­
nados, ver: BAClGAWPO, Mariano, op. cit., p. 419 Y citas de las notas 16 y 17. 
35 Art. 12 de la L.N.PÃ. de AIgentina, art. 116 de la L.PÃ. de EspaDa y art. 110 de la nueva ley (L.R.J.A.P. 
y P.A.C.), art.,87 de la L.O.PÃ. de Venezuela y art. 148 de la L.GÃ.P. de Costa Rica. En los Estados 
UnidoS la Administrati~ Procedure Act. estabelece el principio de que la ejecuclón dei acto impugnado 
se suspende micntras tramita el recurso jerárquico. No obstante, los recursos administrativos son excepcio­
nales (Véase: ADAMS, John Clarke, "EI Derecho Administrativo Norteamericano", pp. 55-56, Ed. Eude­
ba, Buenos Aires 1964). 
36 Sin embargo, el art. 136 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicla de Venezuela acuerda fa­
cu1tad al Alto 'Dibunal para suspender, a instancla de parte. los efectos de un acto administrativo de alcan­
ce particular, cuando lo autorice la ley o la suspensión fuera indispensable para evitar perjuiclos irrepara­
bles o de diflcll reparación, teniendo en cuenta las circunstancias dei caso. Una regia contraria se prescribe 
en el Código Contencloso-Administratvo de Colombia al estabelecer que: "los recursos se concederán 
en el efecto suspensivo" (art. 55) y la ley alemana de la Jurisdicción Contencloso-Administrativa (art. SO). 
En Francla, como es sabido, la interposiclón de los recursos jurisdiccionales no suspende la ejecuclón de 
los actos administrativos (art. 96 dei Código de los 'Dibunales Administrativos). 
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(y aÚD entre cesación de la eficacia o de la ejecutividad) carece de interés práctico 
ya que depende deI alcance de la medida suspensiva que ordene la Administración 
o el Juez. Va de suyo que, si la norma consagra el efecto suspensivo o se decreta la 
suspensión de los efectos en sede administrativa o judicial, esta decisión cautelar im­
pide ejecutar el pertinente acto administrativo. 

4. Sobre las causoles de suspensión 

4a) En sede administrativa 

Los ordenamientos suelen basar la procedencia de la suspensión en tres criterios 
fundamentales, vinculados a la ilegalidad o nulidad dei acto, al dailo que se opera 
en el patrimonio de los particulares y a las razones de interés público. ElIos se apo­
yan, antes que en objetivos estrictamente procesales, en finalidades de tipo adminis­
trativo e institucional, conectadas tanto con el resguardo de la legalidad y dei interés 
público como con la observancia de aquel principio general dei derecho que obliga 
a la Administración a no dailar a los administrados. En defmitiva, no interesa tanto 
la posición de las partes frente al proceso y la eventual sentencia, sino el cumplimien­
to de los principios que informan al derecho administrativo sustantivo. 

Con relación al criterio que apunta al mantenimiento dei principio de legalidad, 
existe cierta afmidad entre eI sistema espaiiol yel argentino ya que en ambos se auto­
riza la suspensión cuando se alega la nulidad más grave dei ordenamiento, no obstan­
te que los supuestos que tipifican la nulidad absoluta o d acto nulo en Argentina 
son Más amplios y menos taxativos que los previstos en la L.R.J.A.P. y P.A.C. de 
Espaiia37 para la denominada nulidad de pleno derecho. 

De otra parte, hay también una cierta similitud en la causale relativa al dailo por 
cuanto mientras que el art. 12 de la L.N.P.A. de Argentina requiere la confIgUIaCión 
de perjuicios graves al particular que peticiona la suspensión de los efectos de un acto 
administrativo el art. 116 de la L.P.A. de Espaiia de 1958 contempla d supuesto de 
perjuicios de imposible o difícil reparación "ulterior, norma que se reproduce, abora 
en la L.R.J.A.P. y P.A.C., con la salvedad que seguidamente seiialamos. 

La única diferencia estriba en el art. 110 de la nueva ley espaiiola sobre precedi­
miento administrativo que prescribe d deber de la.AdministIación de realizar una "pon­
deración. suficientemente razo1Uldo. entre el perjuicio que causorla ai interés público 
o a terr:eros la supensión y el perjuicio que se causa ai recurrente como consecuencill 
dei acto recurrido". Esta fórmula, quç inclina la balanza casi siempre a favor de la 
Ad.ministración, tiene que jugar con independencia de la causal de ilegitimidad pues 

37 En efec:to, a difereuàa de la Iey espa601a de 1993 (L.R..J.A.P. y P .A.C. art. 61) donde si bieIl se ampIfan 
las causales de nulidad de pleno daec:ho, se sisue d criterio restric:tiw dei art. 47"de la L.P.A. de 1958, 
en la L.N.P.A. de Aqentina se presaiben causak:s de nutidad absoluta (art. 14) que afeclaJl a todos los 
plaJlPUClllOl o elementos dei acto administnlÔw (wluntad, compcteDcia. causa. objeto, forma y finali­
dad sobre la base de la conc:ulcación dei 6nIen público administratiw). En cambio, los supuestos de nuti­
dad de pleno derecho de la ley espaiiola son casos donde, aparte de la grlMdad dd vicio, ésta resulta casi 
siempre manifiesta. " 
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de lo contrario la protección de la legalidad será escasa. al prevalecer el interés con­
creto que en cada caso gestiona la Administración sobre el ordenamiento jurídico (por 
encima, incluso. de los principios generales dei derecho. 

Con todo. juzgamos más precisa y adecuada la norma argentina por las dificul­
tades que existen para demonstrar la irreparabilidad de los perjuicios y la posibilidad 
correlativa de que el Estado oponga la arcaica presunción de su solvencia para de­
mostrar que siempre está en condiciones de reparar los danos. Pero. además. en la 
L.N.P.A. de Argentina existe una causal que faculta a la Administración a suspender 
la ejecución y efectos de un acto administrativo "por razones de interés públicott38• 

1ànto este supuesto. que se caracteriza por una exagerada latitud. como los anterio­
res. no pueden jugar más aliá dei âmbito de actuación legítima de la potestad 
revocatoria39 ya que si la Administración no puede revocar un acto firme y consen­
tido dei que hayan nacido derechos subjetivos. es obvio que tampoco podrá suspen­
derlo. De lo contrario. como con razón apunta MAIRAL. le bastará a la Administra­
ción con suspender el acto para lograr los mismos efectos que la revocación. obligan­
do a promover la acción de lesividad.40 

4b) En la instancia judicial 

EI panorama comparado que se aprecia en los ordenamientos procesales que re­
gulan la suspensión de la ejecución y efectos de los actos administrativos por el poder 
judicial. cuando la ley no atribuye efecto suspensivo a los recursos que interponen 
los administrados. muestra una gran diversidad que dificulta su sistematización. 

Un esquema procesal bastante simple es el que rige en Italla. Allí. conforme al 
precepto contenido en el art. 21. último párrafo. de la ley 1.034. se faculta ai juez 
a decretar la suspensión de la ejecucicón de un acto administrativo a pedido dei re­
currente cuando se generen "danos graves e irreparablestt41 y en la Misma línea ca­
be ubicar a la L.J. de Espana de 1956. donde se prescribe la posibilidad de acordar 
la suspensión "cuando la ejecución hubiese de OCIlSionar danos o perjuicios de repa­
ración imposible o di/lcU.''42 

A su vez, en Francia, los 1iibunales pueden decretar. excepcionalmente, la suspen­
sión de actos administrativos exigiéndose, en tales casos. e1 cumplimiento de dos re­
quisitos básicos que consisten en: 1) la alegación de serios motivos y de la chance 
en cuanto al fondo (nulidad) para justificar la suspensión y 2) que la ejecución dei 

38 Art. 12, L.N.P.A. de Argentina. E el art. no, ap. 2 de 1& L.R.J.A.P. y P .A.C. se recepta este concepto 
jurídico indeterminado como causal de suspensión. 
39 Cuyos limites precisan los arts. 17 y 18 de la L.N.P.A.; v.: ESTRADA, Juan Ramón de, "La prime­
ra reforma a la ley nacional de procedimientos administrativos", en E.D.L.A., TO. 1978, p. 9S1 y sigs., 
Buenos Aires 1979; COMADIRA, Julio Rodolfo. "La anulaclón de oficio de los actos administrativos", 
p. ISI y sigs., Buenos Aires 1981. 
40 MAIRAL, Héctor A., "Control judicial ..... cit., TO. 11, p. 798, Buenos aires 1985. 
41 ROEHRSSEN, Guglielmo. "La justicla administrativa en ItaIia .. , traducida y comentada ai espailol por 
ABAD HERNANDO, Jesús Luis, p. 162, Buenos Aires 1986, apunta que la locución resulta de la interpre­
tación que la jurisprudencla habia asignado a la fórmula "gnMS motivos" empleada en el art. 39 de la 
vieja ley de 1924 sobre el Consejo de Estado. 
42 Art. 122, ap. 2 de la L.J. de 27 de diciembre de 19S6. 
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acto, en forma inmediata, le ocasiona perjuicios graves y difícilmente remediables, 
condiciones éstas que se exigen en forma acumulativa.43 

Sin embargo, la jurisprudencia reciente deI Consejo Constitucional y el influjo 
de la jurisprudencia comunitaria (caso "Factortame") preanuncian nuevas tenden­
cias en los futuros criterios deI Consejo de Estado, que pueden implicar el probable 
desplazamiento deI carácter excepcional de la suspensión y de las medidas cautelares 
para detener la ejecución de los actos administrativos, las que, en principio, se consi­
deran procedentes en determinados supuestos y funcionan como garantías efectivas 
de las libertades públicas.44 

Y si bien, se ha sostenido que otro de los criterios en que cabe fundar la suspen­
sión radica en la relación deI acto con el interés público relevante45, pensamos que 
este supuesto tiene que regir con independencia de las causales que ataiien a la ilegiti­
midad deI acto administrativo a fm de no convertir en letra muerta uno de los princi­
pios cardinales deI derecho público como es el concerniente al deber que tiene la Ad-
ministración de ajustarse a la ley y al derecho. . 

En Venezuela, se ha seiialado que la regia general deI efecto no suspensivo de 
los recursos de nulidad, donde la suspensión resultaba excepcional y solo procedía 
a instancia de parte, ha sido progresivamente mitigada por la Jurisprudencia de la 
Corte Suprema, cuyos fallos admitieron desde la admisión de los poderes de oficio 
de los jueces en materia de suspensión de efectos de los actos administrativos, la sus­
pensión automática de los actos cuasi jurisdiccionales de la Administración y la de 
los actos administrativos cuando se formula conjuntamente con la acción de amparo, 
hasta la possibilidad de suspender los efectos de actos generales.46 

En general, el diseiio de un sistema debe tender a proteger tanto los derechos 
privados como la legalidad y el interés público en la realización efectiva de la función 
administrativa siendo posible matizar un esquema que: a) resguarde los fmes institu­
cional que orientan los principios de derecho público, a través de las técnicas de la 
suspensión en sede administrativa y, suplementariamente, en la instancia judicial; b) 
juegue como técnica de trasvasamiento de las figuras cautelares deI proceso civil, apli­
cable por analogia, donde se persiguen, principalmente, fmes procesales (las típicas 
medidas cautelares de suspensión en eI proceso judicial) y c) como complemento, las 
técnicas sumarias piocesaIes que protegen contra la arbitrariedad o ilegalidad mani­
fiestas lesivas de un derecho o garantias constitucionales (acción de amparo) y/o las 
acciones cautelares tendientes a poner provisionalmente en posesión de sus derechos 
a quienes notoriamente los poseen (vgr. el "rrderé" francés). 

43 Cfr. GABOLDE, Christian. "Procédure des 'DibUDaX Admministratifs et des Cours Administrati~ 
D'Appel", 5~ ed. Dalloz, p. 194, Paris 1991; AlJBY, J.M. y DRAGO, R., "naité de Contentieux Adminis­
tlatif", TO. I, p. 836, Paris 1975. 
44 TSIKLITRAS, Stavros, "Le stat constitudonnnel du sun:is à eltkution devant le juae administtatif", 
Rcvue de Droit Public N~ 3, p. 679 y siJS., Paris 1992. 
45 Cfr. Eduardo ORI1Z en una comunicación presentada ai V Coqresso Meldcano de Derec:ho Procesal, 
cit. por OONZALEZ PEREZ, Jesús, en su "Derec:ho proc:esal administratiw hispano-amcricano", p. 260, 
Bogotá 1985. 
46 BReWER. CAR.IAS, Allan R.., "NueYIIS tendendas en d Contencioso-Administtatvo de Venezuela", 
uaba,jo prepamdo para d "Curso Intcmaàonal sobre las nuevas teDdenc:ias cid CootaIcioso-Adm", 
orpnizado por la Fundación de Derec:ho Póblico y la Cátedra Allan R. BR.EWER.-CAR.IAS de Derec:ho 
Administrativo de la Uniwrsidad Católica "Andres Bello". Caracas, 15 ai 18 de febrero de 1993. 
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En esa línea, se ubica el sistema argentino vigente en el orden nacional, el cual 
si bien es Más complejo, por haber distintos ordenamientos procesales en la Nación 
y en las Provincias, presenta tres cauces básicos para peticionar la suspensión de los 
efectos de un acto administrativo, a saber: 

a. Ia medida cautelar autónoma o accesoria dentro de un proceso contencioso­
administrativo, con fundamento en el art. 12 de la L.N.P.A.47

, posibilidad que aún 
no ha logrado afIrmarse en la jurisprudencia. La suspensión que se obtenga, en tal 
caso, no impide, por su naturaleza cautelar, la aplicación analógica de los preceptos 
dei derecho procesal.48 

Las causales que prescribe esta norma son tres: 
0.1. Alegación fundada de una nulidad absoluta. Si el respectivo vicio fuera ma­

nifIesto y la Administración no suspende el acto hallándose' obligado a eUo (pues el 
acto careceria, en tal caso, de presunción de legitimidad) el juez puede decretar la 
suspensión de los efectos dei acto adrninistrativo.49 En los outros supuestos (nulidad 
absoluta no manifIesta, actos anulables o de nulidad relativa, omisiones ilegítimas 
etc.) se puede acudir, por analogia, a la prohibición de innovar legislada en el art. 
230 dei C.P.C.C.N. o a las medidas cautelares genéricas previstas en el art. 232 de 
dicho Código. 

0.2. Existencia de prejuicios graves al particular. Aqui el criterio general que ha­
ce a la gravedad perjuicio no exige la demostración estricta de su irreparabilidad refI­
riéndose a la imposibilidad o a las difIcultades que puedan existir para compensar 
los danos o reponer las cosas a su estado anterior o también, cuando la ejecución 
dei acto durante el tiempo de duración dei proceso no resulta adecuadamente com­
pensable con una indemnización.3O Finalmente, bay que tener en cuenta la regia se­
gún la cual suspensión procede cuando los danos que provoca la ejecución deI acto 
administrativo resultan, en términos generales, de mayor transcendencia y gravedad 
que los que ocasiona la suspensión, lo cual debe medirse conforme a las pautas que 
proporciona el principio de razonabilidad. 

aJo Razones de interés público. La ponderación que se baga sobre este requisito 
para autorizar la suspensión no puede ser negativa, puesto que no cabe exigir la prue­
ba de que no se efecta el interés público sino la demostración de que existen razones 
de esa índole que justifIcan la medida suspensiva, cuya fuerza de convicción Uevan 

47 BARRA, Rodolfo Carlos, cp. cit., pp. 423-424. HUlCHINSON, lbmás, "La suspcnsión de Los efec­
tos dei acto administrativo como medida cautelar propia dei proceso administrativo", en Rev. EI Derecho, 
ro. 124, p. 6TI Y sigs. 
48 ULLA, Decio Carlos F. y LEPENIES, IrmsanI E1ena, "La tutela cautelar administrativa", en R.E.D.A. 
N~ 4, p. 262, Buenos Ain:s 1990. 
49 FONT i Ll.OVTE, lbmás, "Nuevas consideraciones en tomo a la suspensión judicial de los actos ad­
ministrativos", en R.E.D.A. N~ 34, p. 477 y sip., Madrid 1982, sostiene que " ... c:uando fal1an los requisi­
tos minimos, cuando estú ausentes las más eIementaIes aparieocias eúcmas de legitimidad eleja de ope­
rar, ya desde eI inicio, la rqIa de la ef"lC8cia inmediata de los actos administruivos" (cp. cit., p. 485). 
Hay que adwrtir, sin embargo, que en la doctrina espailola, la nuHdad absoluta se asimi1a a la nulidad 
manifiesta, lo que no siempre ocurre en e1 delecho argentino pues puede baber una causal de nulidad rela­
tiva que apan:zca de un modo notorio y maniflesto (Ej. incompeteocia en razón dei grado). Del hecho 
de que la propia ley espailola de Procedimiento AdministJativo considere como nulidad absoluta eI su­
puesto de incompetência maniflesta no puede inferirse la asimilación entre ambas categorias de invalidez, 
distinción que tiene su proyección procesal, en materia de la suspensión de los efectos administrativos. 
30 efr. MAIRAL, Héctor A., op. cit., ro. lI, pp. 818-819. 

24 



ai juez a concederia. Debe tratarse, en los distintos supuestos, no dei interés público 
genérico sino de un interés público específico, de singular transcendencia, cuya pre­
valencia exige la ejecución inmediata dei actO.51 

En todos los casos descriptos, basta la ocurrencia de una sola de las causales 
para obtener la medida cautelar suspensiva debiéndose peticionar la suspensión pri­
mero ante la Administración y luego, si ésta la rechaza o no se expide en el término 
de diez (10) días51, queda expedita la posibilidad de acudir a la justicia. A este res­
pecto, en nuestro sistema constitucional, la potestad de los jueces es plena y no mera­
mente revisora, pudiendo incluso apartarse de los criterios discrecionales que esgri­
ma la Administración (cuando exista un bloque de discrecionalidad en la decisión) 
y controlar no 8610 los elementos reglados y conceptos jurldicos indeterminados sino 
la parte propiamente discrecional dei acto, en caso de arbitrariedad o irrazonabilidad. 

b. Medida cautelar autónoma o acessoria dentro de un proceso contencioso ad­
ministrativo, con fundamentoen los arts. 230 y 232 dei C.P.C.C.N., aplicable aqui 
por analogia. 

En tales casos, la medida se decreta siempre "inaudita parte", requiriéndose la 
concurrencia de dos requisitos simultáneos, que son la verosimilitud dei derecho y 
el peIigro en la demora, a los que la jurisprudencia les ha aiiadido - en algunas cir­
cunstancias - otros dos: la existencia de graves perjuicios y la condición de que la 
medida no afecte el interés público. 

b.l. La verosimilitud dei derecho. Este requisito, denominado también ''jumus bonis 
juris", alude a la apariencia de buen derecho que constiuye una especle de legitima­
ción que juega como una condición de apertura y fundamentación dei procedimiento 
cautelar. Por ello, pensamos que no resulta imprescindible acreditar la presencia de 
una nulidad o ilega1idad manifiesta para que este recaudo se dé por cumplid053, si­
no que basta con que el vicio alegado sea verosímil o que la situación jurldica unila­
teral o contractual54 permita inducir, "prima fade", la configuración dei ''jumus bo­
nis juris". 

Si perjuicio de ello, la jurisprudencia dei fuero contencioso-administrativo fede­
ral ha decidido que existe la apariencia de buen derecho cuando se peticiona la sus­
pensión de los efedos de un Decreto dei Poder Ejecutivo que notoriamente excede 
su competencia constitucional al prescribir el establecimiento de un tributo que 8610 
puede ser impuesto por el Congresso. 55 

51 OONZALEZ PEREZ, Jesús, "La suspensi6n de la ejecución dei acto objeto dei recurso administrati­
vo", en R..E.D.A. N!' S, P. 2S4, Madrid 1975 y FONT i LIDVET, 1bmás, "NUCY8S considerIIcione co 
torno a la suspensión judic:ial de los actos administrativos", co R..E.D.A. N!' 34, p. 482, Madrid 1982. 
52 Por aplicad6n cid pIazo general estabelecido en d art. I!', iDe. e), ap. 4) de la L.N.P.A. 
53 Sin Pcriuicio de la pOlibiliclad de darlo por cumplido, clcsdc lucgo, en los casos de nulidad IlUlDif"ICSta, 
vásc: MAIR.AL, Hktor A., op. cit., TO. U, pp. 81~12. 
54 La jurisprudenc:ia ba sciIaIado que la YCrificación de este requisito no ClÓIC un examen exaustivo y que 
conaponde darlo por c:umplido cuando SUIJC "prima faeie" de los términos dei contrato de COIlCCIÍón 
de scnic:ioI públicos y de un c:omeoio posterior c:dcbrado entre las partes (Cfr. C.N. Fed. Cont. Adm., 
Sala m, in re. "BAlTER. SÁ cIESrADO NACIONAL (Ministerio de Obras y Servicios Públicos)" pu­
bliaIdo en El Derecho, TO. 107, P. 419 y sias-, con comcutario de BAR.R.A). 
" VlDEO CABLE COMUNICACION SÁ cIINSI1TU'ID NACIONAL DE CINEMATOGRAFIA y 
otros slvarios", C.N. Fed. Cont. Adm. Sala m, CaUII 29.293 dcl 16.07.1992. 
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b.2. El peligro en la demora. Se referiere al peligro que puede ocasionarse 
al actor si a la hora de ejecutar la sentencia y de mantenerse o alterarse la situación 
de hecho o de derecho existente, dicha ejecución se convierta en ineficaz o imposi­
ble. 

Este recaudo es de naturaleza tipicamente procesal pues no hace al fondo de la 
cuestión, y como tal, tiene que apreciarse como amplitud, debiéndose darlo por cum­
plimentado en supuestos de duda, dado que se hallan involucradas en esta cuestión 
la garantía de la defensa y la igualdad de las partes en el proceso. 

b.3. La gravedad deI perjuicio. Aparte de la entidad dei daiio, que excluye 
los perjuicios leves, el criterio correcto para establecer la concurrencia de este 
requisito es el de la proporcionalidad, en cuanto exceda considerablemente el im­
pacto disvalioso o perjudicial que ocasiona la suspensión dei acto administrati­
vo.~ 

En lo que ataiie a la exigencia de que el perjuicio sea irreparable pensamos 
que debe descartarse no solo porque no es requerida por la ley sino porque conduce 
a justificar la reparabilidad dei daiio en base al dogma de la solvencia dei Estado, 
cuya arcaica fundamentación conduce a legitimar verdaderos despojos e injusticias 
privando de real contenido a la garantia de la propiedad prescrita en el art. 17 
de la C.N. 

Interesa poner de resalto también que la jurisprudencia viene sosteniendo 
en forma reiterada, que a mayor verosimilitud dei derecho no cabe ser tan exigente 
en la gravedad e inminencia dei dafio y a la inversa, que cuando existe el riesgo 
de un dafio de estrema gravedad, el rigor deI ''fumus bonis juris" se puede ate­
nuar.S1 

b.4. EI interés público. Otra jurisprudencia, viene exigiendo, desde hace varios 
afios, en determinados casos, que la suspensión ha de otorgarse sin afectar el interés 
público. 

Por su imprecisión y ambigüedad, uma interpretación rigurosa sobre este requi­
sito conduce prácticamente a negar casi siempre la procedencia de las medidas caute­
lares, lo cual traduce una suerte de denegación de justicia "a priori'~ 

Por ello, resulta necesario partir deI principio opuesto, juzgando las situaciones 
de duda a favor dei pretensor (con las debidas contracautelas) con apoyo en una serie 
de pautas interpretativas que impidan que la tutela judicial efectiva sea, en materia 
de medidas cautelares, un principio vacuo. 

Entre esas pautas interpretativas cabe seiialar: 1) la decisión sobre la apreciación 
si se afecta o no el interés público corresponde al tribunal y no a la Administración, 
en mérito a que ésta no puede ser al mismo tiempo juez y parte; 2) el interés público 

~ Cfr. MAIRAL, Hktor A., op. cit., TO. n, p. 816. 
S1 C.N. Fed. Cont. Adm. Sala I, CAS T.V.S.A. y otras cIESTADO NACIONAL y otro", sentencia de fe­
cha 6.6.1990. 
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a ponderarse no es el dei acto en si mismo sin el que se con culcacon la medida suspensi­
va debiendo tratarse - como se ha seftalado - de un interés público especifico y con­
creto que exija la ejecución inmediata dei acto,la coai no se puede fundamentar en un 
mero interés público de tipo genérico; 3) frente a una ilega1idad manifiesta no se puede 
invocar el interés público para denegar la medida precautorla de suspensión de los efec­
tos; 4) eI interés público no es siempre eI interés que persigue la Administración sino el 
que representa el interés de la comunidad y S) en la ponderación hay que hacer un ba­
lance entre d dado a lacomunidad y d que se le ocasiona a quien demanda la suspensión. 

c) Como medida dentro de la acción de amparo, prevista en la Ley 16.986, con­
tra actos que adolecen de arbitrariedad o ilega1idad manifiestas y siempre que se Ie­
sionen los derechos y las garantias prescrlptos en la Constitución, SI habiéndose ad­
mitido dentro de esta via la posibilidad de suspender actos de alcance general (doctri­
na de la Corte en el caso "Out6n"). 

S. Los soluciones tradiciofUlles y su replanteo 

Por los motivos que se han seilalado resulta fundamental, en los sistemas des­
criptos, consagrar soluciones que permitan a los particulares articular de una manera 
efectiva las pretensiones de suspensión de efectos de los actos en eI procedimento ad­
ministrativo, estableciendo causales de suspensión que resulten imperativas para la 
Administración. 

Con eI1o, se podrla llegar a reducir el ámbito de la discrecionalidad done, hasta 
ahora, se ha desenvuelto el instituto de la suspensión, ai par que se operaria una ob­
serwncia más ajustada deI principio de la lega1idad, eI cuaI será tanto mas observado 
en la medida en que los jueces puedan controlar, mediante algún proceso sumario, 
el ejercicio de los poderes de suspensión por parte de los funcionarios públicos. 

De otra parte, en e1 plano judicial, si bien eI objeto deI juiào provisorio que efectúa 
eI nibunal coando decreta la suspensión de un acto administrativo es normalmente 
causuístico, resulta imprescindible para la seguridad jurídica que la doctrina de los 
jueces sea armónica y coherente frente a supuestos de hecho similares. 59 

SI La Jurisprudcocia de la Corte Suprema no ba fijado al respecto Ifneas muy def"midas. V6ase: Fallos. 
TO. '1GI, p. 411 Y TO. 299, p. 20 y L.L., TO. 127, P. 478, donde se acogieroo clanandas de amparo CID las 
que la pretcDsión equiwUa a una medida pncautoria. Esta postura rue SOItCiDida por la Sala m de la Cá­
mara Nadonal de ApeIaciones CID lo ConteDciOlCHdminis1lati Federal CID el caso: "Hugues 'lbol Com­
pany SÃ. c/Oobiemo Nacional (Ministerio de Econfmia)" publicado CID L.L., TO. 1984-0, P. 363, con 
nota de VANOSSI, quico seiiaIa que "no bay niquna disposición lepl que prohiba utilizar ~tiva­
mente al amparo, como lo hizo la actora, para suspender pmaltivamente el acto recurrido". Sin embarJo, 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación revoc6 dk:ba sentencia CID un faIlo que motivóla acertada critica 
de Miauel M. PadiIIa (B.D., TO. 113, p. 351). En el faIlo de la Corte dictado el 7 de mano de 1985, se 
hace IIU)'O elllJ'lUllleDto dei Procurador General de la Naci6n, Dr. Juan Odavio Gauna, CID el sentido de 
que la solwDcia dei Estado prantiza la plena cobertura de 101 da60s Y deja sin sustento la irrepuabiIidad 
de los perjuiciOl como fundamento de la suspeasi6n. No podemos meDOI que discrepar con la resunec­
ción de una teoria antipa, hoy superada, que clesconoc:e, CID los hec:hos, una de las conquistas mú grandes 
dei daecho admiJIi.stratM) de este si8lo que, sin duda, ba sido el reconocimieDto de la responsabilidad 
dei Estado por los daflos C8l1actos por SUl fUnc:ionarios y empleadOl. 
" 'IORNOS MAS, Joaqufn, "Suspensión cautelar CID el proceso contencioso-administrat y doctrina 
jurisdicdonaI", CID R.E.D.A. n! 61, p. 119 y sias-, Madrid 1989, critica el hecho de que la jurisprudeDcia 
espdola, ante supuestos similares o idálticos (v.lI'. retiro de la licencia auúHaXi), ba arribado a solucio­
nes diferentes CID punto a la suspeosión de los efectos dei acto administratiw. 
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Entre las causales que habilitan a la Administración y a los jueces a suspender 
los efectos de los actos administrativos la figura de la nulidad más grave (nulidad ab­
soluta o nulidad de pleno derecho, según los diferentes ordenamientos) deberia ser 
sustituída o, al menos, combinarse, com la técnica de la nulidad o ilegalidad mani­
fiestas que, en algunos casos, como en el proceso de amparo argentino, ha permitido 
el rápido y efectivo reestablecimiento de la legalidad. AI propio tiempo, tanto en los 
sistemas procesales como en la jurisprudencia, seria conveniente que se reconociera 
con amplitud la posibilidad de suspender los efectos de los actos de alcance general 
que dieta la Administración cuando adolecen de ilegalidades o arbitrariedades 

. manifiestas.60 

La aplicación de esta técnica de la nulidad o ilegalidad manifiesta para detener 
la producción de efectos dei acto administrativo no implica la constatación flagrante 
de su invalidez (sin perjuicio de que así pudiera ocurrir en algún caso) - como la 
ha venido exigiendo la jurisprudencia espaiiola dei contencioso-administrativo - si­
no una apreciación "prima facie" de la nulidad61 mediante un juicio previo que se 
independiza de la decisión acerca dei fondo dei asunto, sobre el que no prejuzga. Por 
otra parte, la categoria de los vicios manifiestos apunta siempre a su visibilidad exter­
na o apariencia y no siempre coincide con el carácter grave o radical de una determi­
nada causal de nulidad (como es la nulidad absoluta o, en el derecho espaiiol, la nuli­
dad de pleno derecho).62 

Ahora bien, en lo que concieme, especificamente, a la suspensión de los efectos 
dei acto administrativo en sede judicial y mientras se mantenga la regia dei efecto 
no suspensivo de los recursos, seria hora de replantear los mecanismos procesales a 
fin de superar la traba que representa, en algunos sistemas, el requisito dei agota­
miento de las vias administrativas para que los jueces decreten la medida cautelar 
o el amparo, junto a la introducción en los ordenamientos de procesos cautelares su­
marios que tomen posible poner de inmediato en posesión de su derecho al particu­
lar que aparezca, en forma manifiesta, como titular de la situación jurídica subjetiva 
de un modo similar a lo que acontece con el "refere" francés.63 

De todos modos, la supervivencia de la ejecución forzosa dei acto administrati­
vo - como regia general - dificilmente pueda conviver mucho tiempo más con el 
principio de la "tutela judicial efectiva'~ el cual excluye la posibilidad de ejecutar 
coactivamente el acto impugnado antes de su juzgamiento por el poder judicial, sal­
vo las excepciones prescriptas en los diferentes ordenamientos. En tal sentido, GAR­
CIA de ENTERRIA al comentar los cambios que se vienen operando en la jurispru­
dencia de los tribunales contencioso administrativo y constitucional de ese país, nos 

60 GONZALEZ PEREZ, Jesús, "La suspensión de la suspensión dei acto administrativo", en R.E.DA. 
n~ 61, p. 111 Y sigs., Madrid 1989, apunta que si eI acto que dió lugar ai proc:eso "fue dietado por órpno 
manifiestamente incompetente es obvio que d órpno jurisdiccional puede y debe tener en cuenta aque1la 
causa legitimadora de la suspensión y acceder a ~ .. (op. cit., p. 118) 
61 Véase: CASFS PALLARES, Luis, "La adopción de las medidas cautelares motivada en la nulidad de 
pleno derecho dei acto administrativo", en R.E.DA. n~ 76, p. 674, Madrid 1992. 
62 En materia de suspensión de los efectos de los actos administrativos eI juez realiza solo una aprecia­
ción provisoria acerca de un vicio que en apariencia resulta manifiesto sin penetrar ai análisis sobre su 
conf1gUJ'Bción defmitiva, su gravedad y sus consecuencias jurídicas. 
63 Cfr. GONZALEZ PEREZ, Jesús, "La reforma de la legislación procesal administrativa", pp. 81-82, 
ed. Civitas, Madrid 1992. 
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enseiia que el principio constitucional de la "tutela judicial ejectiva" - que garanti­
za el art. 24 de la C.E. - abarca también las pretensiones cautelares en cuanto (y 
aqui se indican los criterios jurlsprudenciales) ellas sean necesarias para evitar "Ia 
desaparición o pérdido irremediable de los intereses cuya protección se pretende" y 
en la medida en que se bace imposible la efectividad de la tutela judicial".64 

Esta tutela judicial efectiva, que no difiere mucho de la garantia de la defensa 
que prescribe nuestra Constitución, en su art. 18, también exige que los jueces pue­
dan verificar y controlar, en forma amplia, la ponderación que efectúa la Adminis­
tración acen:a deI interés público, cuando éste sea esgrimido como impedimento para 
conceder la suspensión, no bastando, en tales casos, la alegación de unos genéricos 
intereses sino que deberán acreditarse los intereses específicos y concretos que se oponen 
a la medida cautelar. De lo contrario, la garantia de la tutela judicial será ilusoria 
pues le bastará a la Administración con refugiarse en este argumento genérico para 
negarse a suspender los efectos de aeto sque lesionan la libertad o el patrimonio de 
los administrados." Por lo demás, el interés público nunca puede serutilizado para 
purgar la invalidez de un acto ni por ende impedir la concesión de medidas cautelares 
tendientes a que el restablecimiento de la legitimidad sea realmente efectivo en la 
sentencia. 

Otra via no desdeiiable, que proporciona al juez el tiempo mínimo que muchas 
veces se requiere para analizar la procedencia de la suspensión que se pretenda en 
el proceso, consiste en una suerte de medida precautelar, la cual puede disponer la 
suspensión de la ejecución deI aeto administrativo hasta tanto se opere el pronuncia­
miento judicial sobre la cautelar solicitada que, en este caso, ya no se concederá "inau­
dita parte'~ 

De otra parte, las causales de ilegalidad que desencadenan la medida cautelar 
de suspensión no configuran casos de ejercicio de actividades discrecionales - don­
de el órgano administrativo puede optar entre dos o más soluciones igualmente jus­
tas - sino supuestos en los cuales la Administración debe resolver en un único senti­
do. En las restantes causales, si bien puede haber un âmbito o bloque de discreciona­
lidad, no hay que olvidar que se trata muchas veces de figuras que no admiten más 

64 GARCIA DE ENTEIlRIA. Eduardo, "Rdlexión sobre la constitucionalización de las medidas caute­
lares en eI contencioso-administratvo" en R.E.D.A. n~ 76, p. 627, Madrid 1992. 
" V~: FERNANDEZ, lbmú Ramón, "Juzgar a la Administración contribu}'e tambiéD a administrar 
mejor", en R.E.D.A. n~ 76, p. 511 y siga., Madrid 1992. En este trabajo, con notable agudeza y lucidez, 
se Cormulan, a propósito dei inter61 público, una serie de reflexiones que, aunque eartensas, no podemos 
resistimos a la tentación de transcribirlas. Alli se sostiene que: ..... cuando se babla en t&minos generales 
y abstractos, es cierto que nadie está en mejores condiciones que la Administración para interpretar las 
exigencias de ese, también abstracto y un tanto místico, inter6s general dei que bablan las leya y nadie 
tampoco cuenta con mayores y mejores medios de todo tipo para analizar la realidad, pero si de lo abstrae­
to Y general se pesa a lo concreto y cotidiano las cosas resultan de muy distinta manera, primero, porque 
eso que se lIama la Administración en general es una realidad múltiple y plmal en la que abundan muchos 
miles de microorganizaci absolutamente carentes de medias y, por dlo, de fiabilidad a la hora de adoptar 
las decisiones para las que vienen apoderadas por las leya; segundo porque esa macroorganización apa­
redtemente onmipotente y onmisciente que es la Administración dei Estado (y a su imagen y semejanza 
las Administraciones autonómicas construfdas siguiendo su modelo) dista mucho, de puertas adentro, de 
ser lo que parece de puertas afuem; tercero, porque en todos los casos las organizaciones administrativas 
actúan a trav6s de persones fisicas, con sus pasiones, debilidades, preCerencias y puntos de vista particula­
res, que, en muchos casos, tienden a suplantar y suplantan los intereses objetivos de la colectividad a la 
que están lIamados a servir" (op. cit., p. 527). 
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que una solución válida y justa, en cuya rea1ización se combinan la estimativa legal 
con la axiológica. 

El hecho que los ordenamientos no hayan recepcionado aún esta técnica en los 
procedimientos administrativos o judiciales de suspensión y la circunstancia que si­
gan aferrados al carácter facultativo de la suspensión,66 no es óbice para que la doc­
trina y la jurisprudencia de los respectivos países apunten un poco más alto y lleven 
a cabo la tarea de reconstrucción de un instituto que resulta tan vital para la legitimi­
dad deI obrar administrativo y la protección efectiva de los derechos constituciona­
les, especialmente de las libertades públicas. 

66 Una excepción a esta corriente es el art. 95 de la ley N~ 951 de la Província de La Pampa cuyo redactor 
fué el Or. Miguel S. Marienboff. 
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